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Intervención sobre multa de 215 mdp por uso de recursos públicos en favor de un partido político

He circulado un engrose al Proyecto de Resolución, a fin de precisar y fortalecer la argumentación. Lo tienen ustedes ya o se los deben estar proporcionando en este momento. Quiero aprovechar para además de proponer el engrose, hacer un conjunto de reflexiones sobre este caso.

El Instituto Nacional Electoral determinó que el monto pagado por grupos parlamentarios a la promoción de estos Informes, ascendió a 107 millones 485 mil pesos.

Pusimos una sanción del 200 por ciento sobre este monto al considerar que se trata de una aportación de un ente prohibido. Y además, como ya se ha mencionado, consideramos que el beneficio de esta aportación ilegal daba lugar a una conducta dolosa en sí misma que ameritaba un cien por ciento adicional de sanción.

Eso fue lo que resolvió este Consejo General el 13 de mayo del año pasado. Sin embargo, el pasado 13 de abril, el Tribunal Electoral modificó la Resolución, solo para el efecto de la reindividualización de la sanción, sin tomar en cuenta el elemento de dolo.

Por un lado, entonces el Tribunal Electoral confirma, creo que hay que destacarlo, que el monto que el Instituto Nacional Electoral identificó es el correcto, los 107 millones y medio prácticamente, que no debieron haber salido de las fracciones parlamentarias.

Confirma que esto amerita una sanción de 200 por ciento, pero como ya dije, el Tribunal Electoral nos dice que no podemos añadir un cien por ciento por el dolo, cito la sentencia en la página 56 dice: “la autoridad responsable realizó una incorrecta individualización de la sanción, al valorar el dolo como agravante y a partir de ello, calificar la conducta como grave especial, cuando dicho elemento debió ponderarse en el análisis de la propia conducta por ser, en este caso particular, un elemento que forma parte de la misma”. Hasta aquí la cita.

Entonces, sí hay conducta dolosa, per sé, más no como agravante. A mi entender, había sido diáfano el razonamiento de este Consejo General: toda aportación indebida en especie, lleva una sanción del 200 por ciento, y si además se trata de donaciones indebidas, de forma sistemática, escalonada, también puede haber dolo adicional o si se quiere, dolo sobre dolo.

Pero, como siempre nuestras observaciones no nos desvíen de nuestra obligación principal, ante decisiones del máximo Tribunal, acatar institucionalmente.

Por otra parte, me pronuncio sobre la calificación de la conducta, que en mi opinión debe mantenerse como grave especial, dado que hubo una afectación a los principios constitucionales de: uno, violación al principio de equidad y dos, el principio de no injerencia del Poder Público.

La Sala Superior en la Sentencia, que se acata determinó, cito textual: “que el Consejo General del Instituto Nacional Electoral sí debe tomar en consideración para imponer la sanción, la trascendencia de la conducta, porque esta afecta el Sistema de fiscalización, previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en la Ley”. Fin de la cita. 

Es decir, la calificación de la falta como grave especial no obedece al dolo que la Sala ordenó eliminar, sino a la afectación de dichos principios constitucionales y a la trascendencia de la conducta ilícita.

Vamos entonces a una sanción del 200 por ciento del monto involucrado, se trata de 215 millones de pesos, que, si se confirman en unos meses más, estará en manos del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología.

Ahora bien, permítanme ir a lo que me resulta más importante y que va más allá de este caso concreto.

La Sala Superior junto con el Instituto Nacional Electoral se muestra implacable ante el desvío de recursos públicos para favorecer a un partido político, porque son recursos del Poder Legislativo los que se entregan a las bancadas para que cumplan con su misión parlamentaria, no para que engrosen los recursos que por Ley directamente reciben los partidos políticos de la autoridad electoral.

Esto es, un grupo parlamentario que por supuesto tiene la legitimidad de la elección que lo llevó al Congreso de la Unión, no puede usar esa posición, para incidir en la siguiente elección a favor de su partido político o de otro de su simpatía.

Lo mismo puede decirse de los gobernantes, una cosa es llegar al poder político postulado por un partido político y otra ilegal es usar el cargo público para favorecer con recursos del erario su organización política y la sentencia del Tribunal Electoral es muy clara y confirma lo que el Instituto Nacional Electoral sancionó la prohibición de desviar recursos desde cualquier cargo público de Gobierno o representación a partidos políticos y campañas es vigente esta prohibición y la infracción será sancionada.

Hay que recordarlo, creo la construcción del Sistema Plural de Partidos Políticos, pasó por romper la simbiosis Gobierno-partido político y hoy no puede ser sustituida por una de gobiernos-partidos políticos; en democracia no todo se vale y el fin no justifica los medios, al contrario, el fin debe supeditarse a los medios.

